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En tiempos en que la polarización amenaza a la humanidad, la gobernanza es una fuente de esperanza para lograr convivencia y justicia social.
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Introducción


Este trabajo quiere contribuir a la reflexión sobre la gobernanza global, y para ello se concentra en analizar no solo su definición, sus orígenes, sus consecuencias, sino, además, cuál debe ser su propósito.


La importancia de reflexionar sobre este tema surge por el proceso de globalización, caracterizado por fenómenos como la transnacionalización de la producción, la integración de los mercados de bienes y servicios, la liberalización de los mercados financieros, el desarrollo de nuevas tecnologías de información y comunicación, y la identificación de muchos problemas y riesgos planetarios, cuya regulación, control y solución supera las fronteras de los Estados, lo que genera la necesidad de un nuevo gobierno: un gobierno global. Así, la gobernanza cobra sentido en el ámbito de la globalización.


Se espera que este nuevo gobierno no solo incorpore los elementos formales o tradicionales propios de los Estados (elección a través de sistemas democráticos, lo que les otorga autoridad política), sino también elementos informales, garantizando así que participen, además de los Estados, los miembros de la sociedad civil de la que hacen parte las empresas, las organizaciones cívicas solidarias y el ciudadano individual, que ya dispone de diferentes alternativas de comunicación que le permiten convocar y estar en contacto con otros ciudadanos que comparten sus intereses y preocupaciones en cualquier parte del mundo.


No se habla de gobierno, que se estructura a partir de una autoridad formal con poderes políticos, sino de gobernanza, que se apoya en procesos de concertación, acuerdos que no tienen que derivarse necesariamente de autoridades formales o fuerzas políticas, porque se reconoce el papel que tienen los actores no estatales como reguladores y, por tanto, la exigencia de reconfigurar el poder en la esfera de lo público.


La gobernanza tiene en cuenta la presencia de instituciones gubernamentales y también de los mecanismos informales y no gubernamentales para la toma de decisiones. No pretende sustituir los gobiernos nacionales por un gobierno supranacional, sino que se concentra en generar un nuevo mecanismo para definir reglas de juego y para la toma de decisiones, que garantice mayores niveles de democracia, donde el ciudadano no se limite a hacer escuchar su voz a través de la democracia representativa, sino que se apoye en la democracia deliberativa, para que en vez de perder poder y protagonismo, el ciudadano sea protagonista en el escenario mundial.


La gobernanza no busca eliminar la globalización, sino democratizarla, es decir, hacer que un mayor número de ciudadanos se beneficie de sus ventajas. Para ello tiene que esforzarse, como los gobiernos, por atender las demandas de los ciudadanos con efectividad, y para conseguir este objetivo se requiere el trabajo conjunto de instituciones gubernamentales y no gubernamentales, de los niveles local, nacional, regional, internacional y global. La gobernanza implica un cambio de paradigma en la gestión y administración de lo público, lo que debe traducirse en prácticas de buen gobierno. Es una nueva forma de gobierno (diferente al tradicional asociado a los Estados) más plural, menos jerárquico, más incluyente, descentralizado, que permite la participación de la sociedad civil, que incluye, además de la iniciativa privada, los movimientos sociales, asociaciones ciudadanas y ONG en la toma de decisiones y en la definición de políticas públicas.


Se considera importante contribuir a la reflexión acerca de varios asuntos que influyen en los niveles de justicia para los ciudadanos: ¿A quién beneficia la globalización? ¿Cómo garantizar el incremento de la justicia social? ¿Cómo garantizar que quienes tomen decisiones tengan legitimidad democrática? ¿Cómo superar la incapacidad de los Estados para resolver problemas y atender asuntos que trascienden sus fronteras?


Este análisis se centra en la evaluación de una gobernanza que, apoyada en el desarrollo de esfuerzos conjuntos, pueda contribuir a la solución de problemas o asuntos globales, es decir, aquellos que afectan a toda la humanidad y que no pueden ser atendidos, y menos resueltos, por un país o una institución individualmente considerada. Entre estos asuntos se pueden destacar: la volatilidad de los mercados, el control de los flujos financieros, la garantía de los derechos humanos, las desigualdades crecientes, el calentamiento global, el terrorismo a escala global, las redes delictivas globales, la pérdida de biodiversidad, la conservación de ecosistemas, el control y la regulación de armamento, el tráfico internacional de drogas, los crímenes de guerra, la reducción de emisiones de CO2 (efecto invernadero), la gestión de ingeniería genética o biotecnología, la explosión demográfica, la salud (epidemias, sida, ébola). Esta reflexión quiere hacer énfasis en que estos esfuerzos de concertación, no deben perder de vista que su propósito debería ser incrementar los niveles de justicia en la sociedad.


Para afrontar los asuntos globales que tienen una incidencia directa en la libertad de la que gozan los individuos, es necesario garantizar una participación conjunta de los sectores políticos o gubernamentales, esto es, de los Estados o las instituciones en las que estos participan; del sector económico, o conjunto de empresas, pues su actividad supera las fronteras de los Estados; y de las organizaciones cívicas solidarias globales, para que cada uno de estos estamentos de la sociedad, según su vocación y radio de acción, contribuya a atenderlos.


Tener como propósito la justicia social le proporciona un fundamento ético a la globalización, en la medida en que defiende un interés que es generalizable; por esto, la gobernanza global no debe centrarse solamente en el procedimiento para establecer las reglas de juego en las que participen actores estatales y no estatales, sino además en su finalidad, que es lograr que todos los ciudadanos del mundo puedan acceder a las oportunidades y al desarrollo de capacidades que les permitan alcanzar la vida que esperan, y, por tanto, su propósito debe ser promover la justicia global, garantizar que el individuo no se diluya en la comunidad, fortalecer su autonomía e individualidad, al responsabilizarse de sí mismo y a la vez de la comunidad de la que hace parte.


El reto es establecer una relación entre quienes toman las decisiones y los interesados o destinatarios de esas decisiones, garantizar la protección, financiación y distribución equitativa de los bienes públicos globales, institucionalizar espacios de concertación entre los Estados y los miembros de la sociedad civil, para garantizar una verdadera interacción interinstitucional a favor del ciudadano individual, en la que se mantengan la prioridad del imperio de la ley, los principios democráticos, los derechos humanos, el desarrollo de las capacidades y la garantía de la legitimidad democrática de la toma de decisiones.


La gobernanza debe implicar más democracia y no menos, porque la democracia es la manifestación del gobierno del pueblo, y en la medida en que se definen reglas de juego no solo por los gobiernos (democracia representativa), sino, además, por los miembros de la sociedad civil, se podrían desarrollar mecanismos que garanticen una mayor participación del conjunto de los ciudadanos en las decisiones que los afectan. Así, un ciudadano podrá comunicarse a través de las organizaciones cívicas a las que pertenece o de los gremios o asociaciones empresariales, y también directamente al aprovechar nuevos espacios de participación, y además, apoyarse en las alternativas que actualmente ofrecen las nuevas tecnologías de información y comunicación.


Son varias las circunstancias que determinan la necesidad de definir nuevas formas de interacción entre gobierno y sociedad civil. Podríamos destacar el protagonismo que han alcanzado entidades no estatales en la provisión, gestión y conservación de bienes públicos globales, como también el hecho de que las relaciones económicas y comerciales, las comunicaciones, la protección del medio ambiente, entre otros asuntos, no tengan fronteras y, por tanto, los Estados sean incapaces de regular las conductas transnacionales. También se presenta la circunstancia de que los ciudadanos dispongan de nuevos instrumentos que les permiten participar activamente en las decisiones que los afectan (opinión y denuncia), aprovechando el desarrollo tecnológico.


Esto exige una gobernanza global en la que se integren esfuerzos de los Estados, las organizaciones intergubernamentales, las organizaciones cívicas globales y las empresas transnacionales para definir nuevos mecanismos de regulación mundial y, así, producto de un esfuerzo de deliberación, se puedan definir principios, normas, reglas y procedimientos, integrando en ellos las expectativas de los diferentes actores sociales, económicos y públicos o políticos.


Es importante tener en cuenta que, en ese proceso de autorregulación, la prioridad debe ser la integración de las expectativas e intereses de todos los ciudadanos, pero como esos intereses y expectativas pueden ser ilimitados, es necesario lograr un acuerdo sobre mínimos de justicia que garanticen dignidad para todos los ciudadanos. Es aquí donde la propuesta de la profesora Adela Cortina cobra vigencia, al referirse a una ética mínima o ética cívica global, cuya prioridad es garantizar la justicia y no el bienestar.




I. El origen de la gobernanza global: la globalización


Durante los años noventa, la múltiple utilización de los nuevos desarrollos de las tecnologías de información y comunicación hace que los límites geográficos pierdan importancia, al poner en contacto en tiempo real a personas ubicadas en cualquier parte del globo. Esto influye en que las transacciones financieras y comerciales, así como las relaciones y el establecimiento de compromisos personales y organizacionales, se incrementen ilimitadamente a través del mundo, lo cual deja impotentes a los Estados para regular las conductas que superan sus fronteras.


Globalización es un término que describe la etapa histórica actual y se caracteriza por la aceleración de los ritmos de apertura económica y de los intercambios de mercancías y servicios, la liberación de los mercados de capitales, la revolución de las tecnologías, la exigencia de respetar los derechos humanos como principio de la democracia, el surgimiento de nuevos actores globales con gran poder, como las multinacionales y las organizaciones cívicas solidarias, el problema de la pobreza global, la sucesión de daños y atentados ecológicos globales y los conflictos transculturales, entre otros.


Autores como Beck (1998, pp. 30-31) y Guiddens (2001) advierten que la globalización económica es la que tiene mayor protagonismo, pero no es la única dimensión de la globalización. Esta no es un fenómeno nuevo, sino que se hizo más visible para las personas por la mayor rapidez y facilidad de acceso a los medios de comunicación y transporte, y, especialmente, por el desarrollo y utilización de las nuevas tecnologías de información y comunicación, que facilitan y agilizan las relaciones humanas, vinculan comunidades distantes y difunden las relaciones de poder a través de todo el mundo.


Con la globalización de las comunicaciones se universalizan diversos aspectos de la vida social y se influye en la manera de hacer negocios y de relacionarse las personas entre sí, los Estados entre sí y los Estados con las personas. Se empieza a identificar, reconocer y aceptar la existencia de asuntos, problemas y riesgos globales, imposibles de atender o superar por cualquier institución individualmente considerada. Ya el poder no se localiza en un lugar geográfico específico, sino que está diseminado por todo el mundo.


Los Estados, que aún cumplen un papel determinante en la defensa de los intereses de sus nacionales, dejan de ser los únicos actores que toman las decisiones que afectan a sus ciudadanos porque su jurisdicción está limitada a las fronteras nacionales en su capacidad para controlar conductas, atender asuntos y evitar riesgos que se extiendan más allá de su territorio. En consecuencia, no tienen más remedio que admitir que existe una gran interdependencia global y que, por tanto, su protagonismo en la escena mundial debe ser compartido.


La globalización no es una opción, sino una realidad, es un hecho ineludible que hay que enfrentar, y hay que esforzarse por impedir que sus beneficios se concentren en unos pocos. En esta etapa histórica el desarrollo tecnológico determina la distribución de la información a escala mundial y abre una nueva forma de hacer política en múltiples niveles y entre diversos miembros de la sociedad, proceso en el cual los Estados no pueden quedar al margen por cuanto los ciudadanos adquieren mayor capacidad de expresión y relación.


En este período se destacan algunos hechos en el escenario mundial que también producen cambios: la caída del Muro de Berlín, que deja vigente como único sistema económico el neoliberalismo y la democracia como sistema político más acertado; la internacionalización del tema de la seguridad después de los atentados del 11 de septiembre y por la proliferación de armas de destrucción masiva; la consolidación de la Unión Europea como punto de referencia para otras zonas geográficas del mundo, a pesar de enfrentar algunas dificultades internas. Igualmente, el terrorismo, la difusión de enfermedades contagiosas, la inmigración, las crisis medioambientales y la propagación de pandemias como la del VIH/Sida, el desplazamiento de personas, vinculado a transformaciones demográficas fundamentales y al crecimiento de la población.


En este marco, aparece un nuevo tipo de sociedad civil global y se consolida una opinión pública mundial; se agudizan las diferencias religiosas entre Oriente y Occidente, con el islam y con el cristianismo, respectivamente, y así mismo, el sector económico toma un poder inusitado, apoyado en el desarrollo tecnológico que permite globalizar los mercados financieros y los procesos de producción, distribución y consumo de bienes y servicios.


1. Consecuencias de la globalización


 


Genera varios problemas, conflictos o consecuencias que deben ser tenidos en cuenta, y que deben ser atendidos a través de una acción cooperativa entre las diversas instituciones sociales. Los siguientes son algunos de los problemas más acuciantes y de sus beneficios reconocidos:


1.1. Cambio del vínculo entre democracia y Estado: más política, no menos


Se deshace el vínculo habitual entre democracia y Estado; el concepto tradicional de poder desaparece porque ya no lo ostentan las instituciones sociales que usualmente lo hacían, que en entornos democráticos serían las respaldadas por el voto popular, sino que el poder se distribuye entre múltiples actores que ganan capacidad de decidir, por el poder económico o de información que poseen.


La globalización no trae consigo menos gobierno, sino más, pero diferente al tradicional; no exige menos democracia, sino más, pero sin limitarse a la representativa, y no plantea menos política, sino más, pero extendida territorialmente, porque ya no se trata de defender los intereses de los nacionales, sino de todos los ciudadanos del mundo. No se trata de promover el fin del Estado, se espera que no sea así; se trata de reconocer el gran poder que desarrollan otros miembros de la sociedad, especialmente las multinacionales, y, por tanto, que en la globalización los Estados tienen que compartir su poder, su soberanía con otros actores ante la imposibilidad de resolver individualmente los asuntos que les corresponden.


La política y la economía son diferentes, “[…] la política tiene como meta la adquisición y conservación del poder; la economía se tiene que ocupar de la optimización del beneficio” (Conill, 2004, p. 216). El reto es lograr un equilibrio entre la gobernanza económica y política, en el que se garantice transparencia en la actuación y en la información, asumir responsabilidad por las decisiones, y un sistema democrático de toma de decisiones que les permita a los ciudadanos participar de forma efectiva en la definición de los asuntos que afectan sus prioridades y sus vidas.


Se presenta un mayor avance en la globalización económica que en la política. Esto hace que el debate sobre la globalización incluya la reflexión sobre el poder y la dominación, lo que exige preguntarse: “¿Quién gobierna, en interés de quién, con qué medios y para qué fines?” (Held y McGrew, 2003, p. 73). Gobiernan quienes tienen capacidad de decisión, ya sea por su poder, por su credibilidad o por ambas; el problema está en la falta de legitimidad para gobernar, por ello es necesario reorientar la democracia, que no puede apoyarse solo en la representación, sino también en la deliberación, de tal forma que cualquier persona pueda contribuir a encontrar participativamente la justicia. La importancia de la política, entendida como la defensa de lo público, no desaparece; todo lo contrario, se amplía. Lo que pasa es que cambia porque ya no se encuentra asociada al ámbito estatal exclusivamente ni se apoya solo en organizaciones o en la militancia en un partido político. La defensa de lo público se hace en los ámbitos nacional y global, por parte de instituciones, organizaciones o por el ciudadano individualmente considerado.


Las sociedades presuponen el dominio del espacio por la autoridad ordenadora del Estado nacional. Las sociedades son estatales y el orden de la sociedad significa orden estatal. El concepto de lo político está vinculado no a la sociedad, sino al Estado, que hace las veces de “contenedor” de situaciones económicas y sociales. En las sociedades modernas el quehacer político se desplaza hacia el Estado (Beck, 1998, pp. 46-47). El conjunto de los Estados y los organismos internacionales comparten la responsabilidad sobre lo público con otros actores que tienen poder y la capacidad de respuesta frente a asuntos que tienen alcance global, aquellos que interesan a todos; porque lo público no es lo estatal, sino lo mundial; es lo que le interesa a toda la humanidad.


Se propone una nueva forma de interpretar la globalización:


[…] la globalización no conduce simplemente al “fin de la política” o a la desaparición de la capacidad reguladora, sino que es más exacto relacionarla con la expansión del marco de la actividad política y del abanico de actores implicados en ella. La globalización supone la continuación de la política a través de medios novedosos que operan en muy diferentes niveles. (Held, 2005, p. 34)


“No ha sido el fracaso, sino el éxito de la política, lo que ha conducido a la pérdida del poder de intervención del Estado y a la deslocalización de la política” (Beck, 2006b, p. 314). Con la pérdida de poder de los Estados, la política no pierde su importancia, todo lo contrario, la incrementa pero se transforma, ya no se concentra en defender los intereses de los ciudadanos de una localidad o de un país, sino de los ciudadanos del mundo, caracterizados por una gran diversidad cultural.


La globalización, contrario a lo que se cree, implica concentrarse mucho más en la defensa de lo público, en la defensa del interés general, que puede perderse en medio de esa gran maraña de instituciones existente y en medio del gran poder que ejerce el sector económico en el nuevo orden global. En este contexto, los Estados tienen que seguir ocupando un papel preponderante en la defensa de los ciudadanos, pero están en un callejón sin salida: si se quedan anclados al ámbito nacional, son superados por la realidad, y si ceden parte de su soberanía y convierten en propios los intereses del capital, parecería que estuviesen cavando su propia tumba.


1.2. El cambio en la percepción de seguridad condiciona la legitimidad


Otra consecuencia de la globalización es la falta de seguridad personal y colectiva, lo que se denomina como sociedad de riesgo global. “Los atentados suicidas y asesinatos masivos no solamente han puesto al descubierto la vulnerabilidad de la civilización occidental, sino que a la vez nos han permitido saborear por anticipado a qué clase de conflictos puede conducir la globalización” (Beck, 2004, p. 350). La falta de seguridad personal y de seguridad económica son dos de las carencias que más afectan el nivel de bienestar de las personas; estas dos realidades alteran drásticamente su sentimiento de tranquilidad, felicidad y satisfacción, con el inconveniente agregado de que son precisamente estos dos tipos de seguridad los que más se encuentran en entredicho en la sociedad global actual, no solo por el terrorismo, sino también por el incremento de las condiciones de desigualdad.


La percepción del riesgo es otra fuente de inestabilidad social. Se producen graves consecuencias en materia de seguridad mundial después del 11 de septiembre del 2001: “[…] la globalización se encontró con el proyecto del terrorismo masivo, teñido por el islam radical mundial. Se podría pensar en el terrorismo masivo como un desafío contra la globalización y contra la expansión de valores como el sistema de derecho, la democracia y la libertad” (Held, 2002, p. 127). Estos atentados, ampliamente difundidos, incluso en directo por los medios de comunicación (después del impacto a la primera Torre Gemela, el mundo vio asombrado y en tiempo real cómo se impactaba la segunda torre y, posteriormente, cómo se desplomaban ambas), le “otorgaron autorización” sin necesidad de una votación a los países con mayor capacidad militar, en este caso a EE.UU., el poder para afrontar estos peligros en beneficio de la humanidad, garantizando así legitimidad para actuar. Antes estaba claro que se le entregaba el poder al Estado para garantizar la convivencia de todos, hoy es también difuso identificar a quién se le debe otorgar el poder para actuar: ¿A los Estados? ¿A la sociedad civil? ¿A las empresas? Esto es lo que determina la necesidad de hacer un esfuerzo mancomunado de todos los sectores de la sociedad, mediante una gobernanza global.


El terrorismo global no solo atenta contra la seguridad ciudadana, sino también contra su presunción de inocencia. Con la individualización de la guerra –donde ya no se enfrentan Estados con Estados, sino Estados con individuos– son los individuos los que pueden sentirse más amenazados porque


[…] el ciudadano tendrá que demostrar que no es peligroso, pues en estas condiciones al final cualquier particular resultaría sospechoso de ser terrorista potencial. Por lo tanto, todos tendrían que avenirse a ser controlados “por seguridad”, sin razones concretas. Así, la individualización de la guerra llevaría finalmente a la muerte de la democracia, pues los gobiernos tendrían que unirse con otros gobiernos contra sus ciudadanos para conjurar los peligros que vendrían de estos. (Beck, 2014, p. 37)


Las percepciones globales del riesgo crean nuevas oportunidades transnacionales para el ejercicio del poder (Beck, 2004, p. 37). Que los gobiernos se unan en contra de los ciudadanos es muy grave, porque se estaría desvirtuando el principal propósito de la existencia de los Estados, que es la defensa de los intereses de los ciudadanos.


“Cuando los seres humanos tienen miedo, están dispuestos a aceptar sin preguntas ni resistencia unas injerencias en aspectos fundamentales de su vida que hubieran sido impensables. […] crece la disposición a pagar con la moneda legítima de libertad el precio de la seguridad perdida” (Beck, 2004, pp. 385-386). Es muy grave para el ciudadano que la sensación de inseguridad por el temor a ser atacado, de alguna forma suprima la prioridad de la libertad, de la privacidad, de la autonomía, y con ello se acepte legitimar actividades de seguimiento y vigilancia por parte de las autoridades, aun en aspectos muy personales de la esfera privada de los individuos. La sensación de miedo limita la libertad de elección de los ciudadanos.


Garantizar los derechos de los individuos impedirá echar por tierra la presunción de inocencia, donde la carga de la prueba la tiene el Estado, es decir, es el Estado el que tiene que aportar las pruebas que permitan culpar a un individuo. Hoy, la amenaza terrorista convierte a todas las personas, y de manera especial en los aeropuertos, en sospechosas, lo que afecta de forma conjunta la tranquilidad ciudadana y el ejercicio de la autonomía. Sería excelente no tener que entregar nuestra libertad a cambio de nuestra seguridad.


Ante esta realidad, los Estados se sienten presionados a compartir su poder, no porque admitan que otros actores deberían participar, sino porque reconocen la existencia de una permanente y latente amenaza de riesgo global, y aceptan que otros pueden contribuir en la superación de los peligros que representan esos riesgos, lo cual legitima (aunque no democráticamente) la participación en las decisiones de otros actores.


Así, la sociedad del riesgo global contribuye a justificar otro de los grandes problemas que se presentan como consecuencia de la globalización: la falta de legitimidad democrática de quienes toman decisiones que afectan la vida del conjunto de los ciudadanos. Para evitar que el terror y el miedo atenten contra las instituciones democráticas, se debe promover un nuevo orden, con nuevas instituciones democráticas, que consulte la realidad del momento, es decir, el poder y, sobre todo, la capacidad de actuación y, por tanto, de contribución de los nuevos actores en las soluciones, soportados en una democracia renovada, al aplicar varias formas de democracia para que la fuente de legitimidad de las decisiones no sea el miedo, sino la participación y el debate.


Ante la percepción de la globalidad de los peligros, el problema ya no es si el Estado se ocupa de solucionar los asuntos colectivos mientras los particulares lo hacen de los individuales. Hoy, la clara separación entre lo público y lo privado desaparece porque el Estado pierde el monopolio sobre la capacidad efectiva de solucionar los problemas sociales, es decir, de gobernar. Las organizaciones privadas que hacen parte de la sociedad civil están cada vez más dispuestas a contribuir a la solución de problemas sociales, y, además, al evaluar el incremento de su poder, tienen la responsabilidad de hacerlo.


Otra fuente de conflicto, que afecta la percepción de seguridad, es que la sensibilidad ideológica y religiosa se encuentra exacerbada; por esto parece razonable incluir la religión y la ideología en las reflexiones acerca de la consolidación de un nuevo orden mundial. Una de las características que mejor identifican a una civilización es la religión, porque contribuye a conformar la identidad de los pueblos y las personas, y en medio de los estragos que produce la globalización, especialmente para los más vulnerables, puede representar un soporte que ofrece estabilidad y esperanza a los ciudadanos alrededor del mundo. Tener muy presente que


El futuro de la paz y de la civilización depende de la comprensión y cooperación entre los líderes políticos e intelectuales de las principales civilizaciones del mundo […] En la época que está surgiendo, los choques de civilizaciones son la mayor amenaza para la paz mundial, y un orden internacional basado en las civilizaciones es la protección más segura contra la guerra mundial. (Huntington, 2005, p. 438)


Esta propuesta, aunque difícil de implementar, es de máxima importancia. Implicaría poner de acuerdo a líderes de las civilizaciones occidental, japonesa, china, hindú, musulmana, africana, ortodoxa y latinoamericana, es decir, representantes de diversas religiones como el cristianismo, el islam, el hinduismo, el confucionismo y budismo, tarea que aunque difícil es muy urgente.


Promover la pluralidad religiosa es la tarea de la Declaración interreligiosa, que define un código de ética en los negocios internacionales para cristianos, musulmanes y judíos, y constituye un esfuerzo digno de valorar. Esta declaración pone de manifiesto la influencia de las creencias en el ámbito de los negocios. El teólogo Hans Küng contribuye al desarrollo de iniciativas de diálogo interreligioso. El objetivo es examinar los sistemas de valores que proponen las tres tradiciones monoteístas para tratar de descubrir valores comunes, logrando identificar cuatro: justicia, respeto mutuo, cuidado y honestidad. La aplicación de estos principios difiere de una sociedad a otra: judíos y musulmanes tienen una atmósfera favorable para los valores religiosos, los cristianos viven en sociedades seculares, por tanto, se puede concluir que la aplicación de principios éticos depende más de la capacidad de juicio personal que de reglas que solo aportan puntos de referencia (Lozano, 2004, pp. 90-94). Este tema es de importancia prioritaria, sobre todo si se tiene en cuenta que hoy una de las fuentes de conflicto mundial más frecuente, además del acceso a insumos y materias primas como las fuentes energéticas, son las creencias religiosas.


El tema religioso es muy sensible para los seres humanos, pero no por ello debe ser evitado porque las creencias religiosas tienen una gran influencia en los criterios de decisión y actuación de las personas. Sería excelente que los Estados controlaran las manifestaciones públicas de la religión, aquellas que trascienden el ámbito privado, cuando estas pueden afectar la dignidad y libertad del individuo, como la dominación del hombre sobre la mujer promovida por el islam y también por la religión católica. Pero se considera extremo, innecesario y hasta imprudente prohibir la utilización de los diversos símbolos religiosos porque representan la identidad religiosa de cada persona, siempre que la utilización que de ellos hagan las personas sea consecuencia de su libre decisión.


La represión de los símbolos los convierte en una cruzada de la libertad, cuando otras deberían ser las prioridades. Lo que está claro es que un buen gobierno tiene que ser intolerante con prácticas religiosas que estén en contra de los derechos humanos, los derechos constitucionales, las leyes del país o contra la libertad individual de los ciudadanos que profesan alguna de las diversas religiones (Escudero, 2005, pp. 256-259). Los valores morales, que tienen vocación de universalidad, ofrecen criterios para saber cuándo un mandato religioso puede atentar contra la dignidad de las personas y, por tanto, cuáles conductas deben ser promovidas y cuáles deben ser controladas. Muchas veces las decisiones no son fáciles, lo que convierte a los comités de ética en instancias necesarias dentro de las instituciones. Por ejemplo, un gobierno tiene dentro de sus obligaciones proteger la vida, la honra y los bienes de sus ciudadanos; si una creencia impide hacer una trasfusión necesaria para la supervivencia de un paciente, esto impediría que el gobierno cumpliera con su obligación, y además atentaría contra el juramento hipocrático: “No permitiré que entre mi deber y mi enfermo vengan a interponerse consideraciones de religión, de nacionalidad, de raza, partido o clase”. Esto exige para decidir, escuchar el punto de vista del paciente, su creencia religiosa, y el punto de vista del médico que se apoya en un juramento que ofrece un claro criterio para actuar, en cumplimiento del compromiso que estableció al iniciar el ejercicio de su profesión, y un comité de ética puede ofrecer criterios de decisión. En Colombia se protege la libertad de cultos, con la obligación por parte de la entidad de salud de ofrecer alternativas diferentes a la rechazada, para preservar la salud.


También contribuye al cambio en la percepción de seguridad, el cambio que se presenta en el concepto de enemigo. El enemigo tradicional era otro u otros Estados, hoy es la deslocalización, desestabilización y potencial presencia de redes terroristas que pueden estar representadas por Estados, grupos, redes o individuos, lo que propicia la renovación de la hegemonía de Estados poderosos y convierte la percepción global del peligro en parte de la vida cotidiana de las personas, contribuyendo a globalizar la cultura del miedo, la que a su vez genera brotes y movimientos de segregación radical y apoyos a guerras contra cualquiera dentro o fuera de las fronteras de los países (Beck, 2004, pp. 384-386). Ya luchar contra los enemigos es más difícil porque el contrincante es difuso, su capacidad de ocultamiento o camuflaje es mayor, y por tanto, es más difícil establecer a quién y dónde atacar, lo que es muy grave en términos de la eficacia por parte de los Estados para garantizar la seguridad de los ciudadanos.


En medio de la multiplicidad de conflictos, el poder económico gana guerras sin adelantar enfrentamientos armados, lo hace mediante la imposición de sanciones a los Estados y de la penetración cultural a través de la expansión de sus mercados. “Hoy no se fuerza la apertura de los mercados emergentes con la amenaza del uso de la fuerza militar, sino a través del poder económico, a través de la amenaza de las sanciones o de la retirada de la ayuda en momentos de crisis” (Stiglitz, 2002a, p. 90). “Paulatinamente se convencen los pueblos de que no se acrecienta el poder ganando guerras sino ganando mercados, lo cual comporta mayores beneficios con menor esfuerzo” (Cortina, 1998c, p. 366). La multiplicidad de las fuentes de conflicto, y la nueva definición y dispersión del enemigo a enfrentar, incrementan la sensación de inseguridad, vulnerabilidad y riesgo que tienen los ciudadanos, lo que afecta no solo su tranquilidad, sino también su garantía de libertad. Esto hace aún más vigente la reflexión acerca de cuál es la alternativa de gobierno más adecuada a nivel mundial, para que a través de una institución única o plural se ocupe de proteger los intereses de todos, y en esa tarea es prioritario mantener la paz para garantizar que los ciudadanos puedan desarrollar sus proyectos de vida.


Los problemas de seguridad originados por el conflicto entre civilizaciones y por el riesgo que representa el terrorismo global han desplazado de las agendas de los gobiernos y de las organizaciones internacionales la atención de problemas sociales que atentan contra el nivel de bienestar de los ciudadanos. Si no se superan los problemas de vulnerabilidad de grandes sectores de la población se podría agregar otra fuente de riesgo global, la de personas sumidas en la desesperanza, la impotencia y el miedo.


1.3. Incremento de la desigualdad


Una de las consecuencias más alarmantes que genera la globalización es el incremento de la desigualdad, lo que obliga a preguntarse: ¿A quién beneficia la globalización?, porque la preocupación que centra nuestra atención está orientada a reflexionar sobre cómo puede contribuir la gobernanza global, que tiene su origen en la globalización, a la justicia social.


La desigualdad, que se profundiza con la globalización, se presenta en varios sentidos: desigualdad entre los Estados y desigualdad entre las personas. De esto se desprende que la importancia de la globalización para los individuos depende del lugar que ocupa su Estado en el marco de la división internacional del trabajo, su ubicación dentro de bloques de poder, su posición respecto al derecho internacional, su relación con los principales organismos internacionales y el grado de integración a la economía mundial (Held, 2007, pp. 412-413).


Por tanto, la globalización, que permea todas las esferas o ámbitos de la vida de los individuos, no tiene consecuencias iguales para todos ellos. Las consecuencias de la globalización dependen, en gran medida, de la posición económica que se posee y del Estado al que se pertenece, no solo por el nivel de vida que caracteriza a cada país y la posibilidad de acceder a oportunidades, sino que también se refleja en el paso de fronteras o en los accesos de los aeropuertos, donde el tratamiento de las autoridades de inmigración y la posibilidad de tener una visa dependen de la procedencia y nivel de ingreso del extranjero, lo que se hace más difícil para los inmigrantes, que por tener vocación de permanencia en el nuevo país, encuentran mayores tropiezos para el ingreso.


La globalización debería contribuir a incrementar la justicia para los individuos y para los Estados, garantizando no solo un mecanismo de distribución de beneficios más equitativo, sino, además, un sistema de rendición de cuentas por parte de quienes toman decisiones que afectan al conjunto de la sociedad, pero hasta ahora las decisiones se toman a través de procedimientos antidemocráticos y desventajosos para países en desarrollo (obligados a eliminar subsidios que los países desarrollados conservan). Los organismos económicos internacionales –la Organización Mundial del Comercio (OMC), el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial– protagonizan un “manejo global sin gobierno global” (Stiglitz, 2002b, pp. 71-74).


La desigualdad es una grave amenaza para la prosperidad de los ciudadanos y, también, para su seguridad y para la estabilidad de los entornos económicos en el largo plazo. Estas autoridades económicas mundiales, igual que el sector económico, no solo no rinden cuentas por sus decisiones frente a la sociedad, sino que toman decisiones que reflejan su falta de sensibilidad frente a las consecuencias que pueden producir en la calidad de vida de los ciudadanos. Por eso, la globalización debería contribuir a incrementar la transparencia de la información que tienen los ciudadanos sobre las instituciones porque los afectados por las decisiones sobre la gestión de la globalización merecen participar en el debate y saber cómo se tomaron las medidas que los involucran. Lo que se requiere es un capitalismo más humano, una economía ética que fomente una comunidad internacional donde imperen la justicia y la solidaridad, que combine la competencia y la cooperación. “A este impulso revitalizador contribuye una ética económica universal, desde la que se pueda defender con criterios ético-económicos a los débiles, explotados y oprimidos, de aquellos que se dice que están de sobra” (Conill, 2004, p. 213). No existe nada que produzca más desarraigo, indiferencia y desapego que no tener nada que perder. Cuando los Estados se desentienden de sus ciudadanos, se debilita su sentido de pertenencia porque estos no se sienten tratados con justicia, lo que puede convertirse en entorno propicio para acciones desestabilizadoras que pueden afectar la seguridad. Así, la vulnerabilidad de uno o de algunos se puede convertir en la vulnerabilidad de todos.


Quienes rechazan la globalización, lo hacen porque genera desigualdad como consecuencia, entre otras causas, de la falsa expectativa que crean los países desarrollados de ayudar a los países en desarrollo, cuando lo que realmente hacen es obligarlos a abrir sus mercados a los bienes industrializados y al tiempo proteger sus propios mercados, lo que concentra más la riqueza en los ricos y la escasez en los pobres. Por ello, la globalización exige definir unas reglas que permitan convivir. Las autoridades operarían bajo esas reglas que asegurarían escuchar los deseos y necesidades de los afectados por las decisiones, aún en lugares alejados. El objetivo es hacer la globalización más humana, efectiva y equitativa (Stiglitz, 2002a, pp. 15-18; Pogge, 2007a). “Estas reglas deben ser –y deben parecer– equitativas y justas, deben atender a los pobres y a los poderosos, y reflejar un sentimiento básico de decencia y justicia social” (Stiglitz, 2002a, p. 17).


La doble moral de los países desarrollados en materia de negociación comercial debe ser puesta al descubierto en las diferentes instancias de decisión para poder restablecer condiciones de equidad. Se trata de incrementar, o por lo menos no disminuir, la ayuda al desarrollo, y de garantizar condiciones de igualdad en materia de libre comercialización de bienes y servicios entre los diferentes países. El “pescador”, que para nuestro caso son los países en vía de desarrollo, no solo espera que no le den el pescado y le enseñen a pescar, sino y sobre todo, que lo dejen pescar.


La globalización no se ha reflejado necesariamente en el incremento de las oportunidades de las personas. “La globalización no produce inevitablemente un aumento del nivel de vida a escala internacional, ni una sociedad más justa…” (García Roca, 1998, p. 177).


Por esta razón, ante el proceso de globalización el ciudadano se siente solo para satisfacer de forma adecuada sus necesidades básicas, no encuentra en quién confiar; los Estados, defensores por naturaleza de sus derechos, pierden poder y el sector económico, que lo concentra casi todo, se muestra indiferente ante sus prioridades, razón por la cual los ciudadanos tienen que cuidar de sí mismos, desarrollando su capacidad de organización (Cortina, 1998c, p. 384). Este esfuerzo de organización que hace el ciudadano para resolver sus problemas resulta valioso, pero debe estar acompañado por el Estado y por los demás actores sociales, al reconocer que deben hacer un esfuerzo conjunto porque tienen responsabilidades públicas, en la medida en que a todos les interesa una sociedad próspera en la cual se garantice la justicia.


El incremento de la desigualdad y la disminución de oportunidades para los ciudadanos demuestran que es necesario hacer cambios en el proceso de globalización, no priorizar solo el crecimiento económico, que sin duda es importante para generar nuevas oportunidades, sino incorporar en las prioridades medidas que permitan mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, y con ello, mejorar las condiciones de justicia. Porque se considera que la globalización es apropiada pero “[…] es preciso transformar una globalización estrictamente económica en una globalización social, política y cultural, para lo cual es esencial contar con las actuales instituciones internacionales, mejorarlas y dotarse de una legalidad de carácter global” (Held, 2005, p. 78). El objetivo no es frenar la globalización, sino socializar sus ventajas para todos los ciudadanos del mundo, sin discriminación. Pero se critica que las instituciones de carácter mundial se han centrado en la regulación de los asuntos políticos, sin atender la regulación de la economía, a pesar de que es el sector económico el que tiene una mayor capacidad de influencia.


El proceso generalizado de desregulación y liberalización de los mercados también contribuye a incrementar la situación de desigualdad. La falta de regulación y control por parte del Estado facilita la concentración de los beneficios en quienes tienen mayor poder económico. Es de la naturaleza del Estado, apoyado en el derecho, servir de garante en la defensa del interés general, por lo cual debe cumplir un papel destacado en la garantía de justicia para los ciudadanos.


Mientras los mercados gozan de más libertad, los Estados tienen mayores restricciones. Los gobiernos son presionados por las autoridades económicas mundiales a practicar mayor austeridad fiscal, a flexibilizar el mercado laboral, a reducir los costos y prestaciones asistenciales, y a minimizar la carga reguladora y fiscal que soportan las empresas, lo que influye en el incremento relativo de la movilidad de capitales y la mayor integración de los mercados globales.


Una mayor apertura económica implica menos carga impositiva sobre factores móviles como el capital, los ingresos por inversiones y las rentas altas. La incidencia de los impuestos tiende a centrarse en las rentas del trabajo y en otros factores menos móviles (Held, 2005, p. 56). “[…] el mercado es hoy la forma de ordenación social que tiene mayor crédito entre la inmensa mayoría de los hombres. El Estado, la ciencia o la religión, que en otros tiempos ostentaban el privilegio de ordenar las relaciones sociales, hoy retroceden sumisos ante el imperio del mercado” (Garay, 2004, p. 66). Es innegable que el mercado es el actor social que asume el liderazgo en la nueva estructura de poder mundial. Por esta razón, los esfuerzos regulatorios de los Estados se concentran en plasmar las expectativas del mercado, en vez de ocuparse de la razón que justifica su existencia, que es la defensa de las expectativas de sus ciudadanos. Por esto, la gobernanza global, en su tarea de definición cooperativa de políticas públicas con la participación de todos los actores sociales, no puede dejar de reflejar los intereses de un actor con tanta capacidad de decisión como el mercado, pero equilibrando ese poder en aras de la justicia, es decir, incluyendo los intereses de los demás actores sociales.


También genera desigualdad en medio de la globalización el que no se garantice la libre movilidad de las personas; se ha globalizado el capital, pero no el trabajo. “Si el trabajador quiere ser plenamente móvil y pasar fronteras, se convierte en un ‘inmigrante’, un ‘asilado’ y ‘un fugitivo económico’ y lo que le espera son los ‘campos de acogida’ y una política fronteriza muy bien preparada” (Beck, 2004, p. 213). Las limitaciones a la libre movilidad de las personas obstaculizan el ejercicio pleno de la ciudadanía, por el perfeccionamiento de los mecanismos de control, para evitar el ingreso de extranjeros que pueden convertirse en inmigrantes, porque no cuentan con ingresos suficientes para garantizar su estadía. Esta discriminación, convertida por la crisis económica en xenofobia, se ve fortalecida y aprobada por parte de la población de los países receptores, quienes en medio de una crisis como la actual ven amenazadas por los inmigrantes sus escasas oportunidades de empleo.


La globalización disminuye el poder de los Estados e incrementa el poder económico. Resulta paradójico que los Estados, que dependen para su financiación de las rentas generadas por las empresas, deban concentrar sus esfuerzos en promover los privilegios de quienes los reemplazan en su capacidad de decisión, porque visto a distancia pareciera que propiciaran su propio debilitamiento, aunque no su desaparición. En la relación entre el Estado y el mercado, de un lado, se reconoce la reducción del poder estatal, aunque se destaca la importancia de buscar su fortalecimiento para garantizar su labor de justicia distributiva, y a la vez, se diagnostica el poco control que se ejerce por parte de los Estados hacia el poder económico de los organismos internacionales y demás entes globales. Los Estados parecen impotentes para ponerlos en cintura, circunstancia que está en el origen de la actual crisis económica.
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